DECRETO N° 212/06

                                                          VISTO: El recurso de apelación interpuesto a fs. 659/673 por el contribuyente “MASSALIN PARTICULARES S.A.”, Registro de Inscripción N° (No Posee), en contra de la Resolución Administrativa Nº 0038-ADM./F.E./2005-AGIP, de fecha 9 de Diciembre de 2005, dictada por la Administración General de Ingresos Públicos de esta Municipalidad de la Ciudad de San Francisco (fs. 646/658); y

CONSIDERANDO:

I) Que el Recurso ha sido interpuesto en tiempo y forma (arts. 133, 135 y conc. del Código Tributario Municipal Nº 4881 y modif. - en adelante, C.T.M.-), y debidamente concedido por el Organismo Fiscal, por lo que cabe el abocamiento de este Departamento Ejecutivo Municipal a los fines de su debido tratamiento y resolución (arts. 136, 138 y conc. del C.T.M.).

II) Que el recurrente plantea una serie de agravios que se dan aquí por reproducidos in totum, sin perjuicio del análisis particularizado que a continuación se formula.

III) La firma plantea la ausencia de  desarrollo de actividad gravada en este Municipio.

Tal planteo no puede prosperar, por las razones que se expondrán seguidamente.

                Como fuera detalladamente explicado en la Resolución recurrida, el art. 164 del C.T.M.V. –al definir el hecho imponible del tributo reclamado– exige dos extremos: 1) el ejercicio en el ejido municipal de actividades comerciales, industriales, de servicios u otras a título oneroso, o de hechos o acciones destinados a promoverla, incentivarla, difundirla o exhibirla de algún modo, y 2) la prestación por el municipio de los servicios enumerados por la norma o de cualquier otro no retribuido por un tributo especial y que tienda al bienestar general de la población.
Se reitera que –pese a lo sostenido por la firma- de las presentes actuaciones surge que la contribuyente desarrolla en el ámbito local una actividad efectiva, con indudable presencia física y concierta operaciones en ese espacio territorial. 

A este respecto, no pueden obviarse las manifestaciones efectuadas por el Sr. Guillermo De Maestri –en su carácter de encargado de sucursal de la firma AJ y JA Redolfi SRL– y que constan en Acta de fs. 01. Allí, sostuvo que su relación comercial con MASSALIN PARTICULARES se inició en el año 1996. Especificó que le adquiere a la firma cigarrillos y los revende a los puntos de ventas.

Consultado sobre la retribución que percibe por su actividad, expuso que la misma está constituida por la diferencia entre el precio de compra y el de venta. Sostuvo que realiza los pedidos telefónicamente, y posteriormente la firma le envía los productos con el remito y la factura.

Alegó que es visitado cada quince días por un representante comercial de MASSALIN PARTICULARES, que se encarga de controlar el stock y verifica el desarrollo  de la actividad comercial. 

Por otra parte, expresó que recibe visitas de un supervisor, el Sr. Fernando Morere.  Agregó que el flete de la mercadería se encuentra incluido en el  precio facturado.

Así las cosas, resultan concluyentes las manifestaciones del Sr. Vicente Forlini –en su carácter de encargado de la firma VENSAL HNOS–, y que constan a fs. 02. En tal oportunidad alegó que son distribuidores de MASSALIN PARTICULARES en parte de San Francisco y zona desde el año 1996 a la actualidad.

Sostuvo que la modalidad de retribución está dada por la diferencia entre los precios de compra y de venta y que los pedidos son efectuados telefónicamente y en forma posterior son remitidos los productos a esta ciudad junto con el remito (adjunta documental a fs. 03).

Manifestó que existe un representante comercial que supervisa la actividad desarrollada, como así también un supervisor, el Sr. Morere. 

Expresó que el flete por el envío de la mercadería esta a cargo de MASSALIN PARTICULARES, al igual que los gastos de publicidad. 

El Sr. Diego Peralta, a fs. 04, sostiene que comercializa la línea de cigarrillos de MASSALIN PARTICULARES desde el año 1.999. Agregó que cuenta con material publicitario de la firma (cigarreras, toldos, cartel luminoso) –adjunta orden de trabajo por la instalación del material publicitario a fs. 05–. Manifestó que un supervisor de la firma los visita habitualmente y se encarga de controlar que el material publicitario se encuentre en buen estado. Por otra parte, es visitado mensualmente por una firma enviada por MASSALIN PARTICULARES para efectuar la limpieza de los toldos.

Así, y tal como fuera desarrollado en la Resolución apelada, a fs. 17/18 el apoderado de la firma manifestó que “Los clientes de la firma Massalin Particulares  S.A. en la ciudad de San Francisco son las firmas AJ y JA Redolfi SRL y Vensal Hnos S.A. El transporte de la mercadería se realiza a través de Andreani Logística S.A. La compañía cuenta con un representante comercial, Sr. Juan Fernando Morere, quien se encuentra en relación de dependencia y quien supervisa el desenvolvimiento comercial de los clientes de la ciudad de San Francisco...”.

Por otro lado, no puede obviarse la importancia de cierta documentación aportada por la firma, por ejemplo: planilla de trabajo con proceso de determinación de coeficientes únicos de distribución de ingresos y gastos por operaciones realizadas en la Ciudad de San Francisco.

Finalmente, basta observar el Informe de Fiscalización Externa de fs. 589/603, para tener por acreditada suficientemente la existencia de ingresos y gastos del administrado en jurisdicción municipal, con lo que ha quedado acreditado el ejercicio de actividad gravada en el ejido municipal de San Francisco.

IV) Considera la recurrente que el Municipio pretende cobrarle la Contribución de referencia pese a la ausencia de prestación por parte del mismo de los servicios que la tasa retribuye. Funda ello en la inexistencia de actividad gravada y de establecimiento o local en ésta jurisdicción. 

Como se señaló en la Resolución 0038-ADM/F.E./2005-AGIP,  el art. 164 del C.T.M.V. no exige la existencia de un inmueble (establecimiento, local o depósito) del contribuyente ubicado en el ejido
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municipal para que se configure el hecho imponible. Ello es así puesto que resulta posible que una persona, física o jurídica, realice en el ejido municipal actividades gravadas a título oneroso –efectuando gastos y obteniendo ingresos– y a su vez se beneficie con los servicios municipales ya citados, sin tener un local o depósito instalado en ese mismo municipio.

Es claro, en el presente caso, que el primero de los requisitos exigidos por la norma se encuentra presente: la contribuyente desarrolla en el ámbito municipal una actividad efectiva, con indudable presencia física (aun cuando carezca de establecimiento en el municipio) y concierta operaciones en ese espacio territorial. 
Así las cosas, la innecesariedad de que exista un establecimiento, local o depósito habilitado en jurisdicción municipal a efectos de pretender el cobro del tributo en cuestión, resultó avalada por la jurisprudencia local. Así, en la Resolución de fs. 845/860, se citó la postura de la Sala Contencioso Administrativa del Tribunal Superior de Justicia en autos “FLEISCHMAN ARGENTINA INCORPORATED c/ MUNICIPALIDAD DE CÓRDOBA – PLENA JURISDICCIÓN - RECURSO DIRECTO” –sentencia del 20/02/2001– la que resultó ratificada por la citada Sala del Tribunal Superior de Justicia en la sentencia Nº 163, de fecha 31 de octubre de 2001, dictada en los autos “KODAK ARGENTINA S.A.I.C. C/ MUNICIPALIDAD DE CÓRDOBA - CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO - PLENA JURISDICCIÓN - RECURSO DE CASACIÓN”.
Desde otro ángulo, se mencionó también el criterio adoptado por la Cámara de Apelaciones en lo Civil, Comercial y Contencioso Administrativo de Segunda Nominación de la ciudad de Río Cuarto en la causa “INSTITUTO SIDUS I.C.S.A. c/ MUNICIPALIDAD DE RÍO CUARTO - C.A.P.J.” (sentencia del 22/03/2001), la que fuera ratificada al dictar sentencia en los autos “Bristol Myers Squibb Argentina S.A. c/ Municipalidad de Río Cuarto - C.A.P.J.” (sentencia Nº 46 de fecha 04 de septiembre de 2001),  cuyo tratamiento fue efectuado satisfactoriamente en la Resolución apelada, motivo por el cual a la misma me remito en honor a la brevedad.
Por otra parte y respecto del citado art. 200 del C.T.M.V., es errónea la interpretación que del mismo efectúa la contribuyente. 

Es claro su sentido: se refiere a la verificación previa que realizará el Municipio a través de la División de Control Alimentario y Habilitación Sanitaria de Comercio de los locales y establecimientos en los cuales los contribuyentes realizarán su actividad, de lo cual no se sigue lógicamente que sólo puedan desarrollarse actividades si existen inmuebles o locales en el ejido municipal (como ha quedado demostrado en este caso particular). 

V) Por otra parte, la impugnante pretende no recibir prestación alguna por parte  del Municipio de San Francisco.
Sin embargo, ha quedado claramente expuesto que siempre que la Municipalidad preste efectivamente un servicio, se encuentra legitimada para proceder al cobro de la tasa que incluye al mismo en su hecho imponible, aun cuando el servicio prestado no sea divisible en unidades de prestación.

Conforme ha interpretado desde antiguo la doctrina judicial, un 
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municipio puede legislar un tributo de este tipo que por su naturaleza es una tasa compensatoria de un servicio público que delimita la misma ordenanza y que representa para el municipio una organización dispuesta de un modo regular y continuo, con vistas al aludido servicio (Suprema Corte de Buenos Aires, 5/7/66, L.L. XXVII, pág. 964).

También se ha dicho que: "Cuando el servicio que debe realizar el estado ha sido instituido en ventaja o utilidad del particular, el mismo debe ser concretamente prestado a quien lo paga, pues la contribución del último recibe su causa en el beneficio recibido; pero la situación difiere cuando el servicio ha sido instituido con finalidades de interés general, teniendo en mira a la colectividad, pues entonces la tasa debe pagarse en tanto se lleve a cabo la actividad administrativa prevista por la ley". (Tribunal Fiscal de La Plata, "L.L." 89‑434; Idem, "J.A.", 961‑II‑178).

La Contribución referida se refiere a una serie de servicios (higiene, contralor, seguridad, organización, coordinación del transporte, etc. y cualquier otro no retribuido por un tributo especial que tienda al bienestar general de la población) que no deben considerarse en forma aislada sino conjuntamente, y cuyo objetivo es que las actividades lucrativas ejecutadas en su ejido, lo sean en forma ordenada, pacífica, segura y con mutuo respeto de los derechos de cada uno. Esto se hace controlando el buen estado de los edificios; coordinando el transporte; ordenando el tránsito y regulando el estacionamiento; denominando, numerando y asignando sentido a las calles y, en general, organizando las reglas básicas para la promoción, ejercicio y progreso de las actividades comerciales, industriales y de servicios que se desarrollan en la ciudad. Por otra parte, todas las nombradas son actividades de contralor y organización que no cumplimenta ninguna otra autoridad (ni nacional, ni provincial) en la ciudad.

Dicha posición también ha sido ampliamente receptada por la jurisprudencia local, tanto por la Sala Contencioso Administrativa del Tribunal Superior de Justicia de la Provincia, como por la Cámara de Apelaciones en lo Civil, Comercial y Contencioso Administrativo de Segunda Nominación de la Ciudad de Río Cuarto.

VI) Se reitera entonces, que la Municipalidad de San Francisco tiene legislado en su art. 164 y ss.  del C.T.M.V. un tributo calificable como “tasa” dentro de la clasificación didáctica clásica del género “tributos” y –en consecuencia–, presta efectivamente los servicios que la norma enumera para tener por configurado el hecho imponible.
Estamos frente al tributo denominado “tasa”, cuando el hecho imponible está integrado con una actividad administrativa o jurisdiccional que presta el Estado. 

Así, si bien éste es el tributo que más divergencias doctrinarias ha ocasionado en cuanto a su naturaleza, “la legislación de nuestro país y del extranjero, así como la nueva interpretación judicial, marcan una evolución de las ideas y permiten advertir que el concepto de tasa se aproxima al de impuesto por la ampliación de sus bases de aplicación, posiblemente al influjo de nuevas exigencias de orden político‑social. En esta materia, como en otras, la realidad de la vida se impone por sobre las especulaciones doctrinales”.
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“En verdad, desde el punto de vista jurídico no existe diferencia estructural entre el impuesto y la tasa. Ambos tienen su fundamento en el poder tributario del Estado, que a su vez reposa en el poder de imperio (...), llegándose a afirmar que no hay un verdadero criterio de diferenciación sustancial entre impuesto, tasa y contribuciones especiales, sino de carácter puramente instrumental”.

“El Estado aplica tasas porque ejercita su potestad tributaria, sólo que vinculando la contribución a un presupuesto de hecho especial, como es la prestación de un servicio determinado, es decir, tomando como elemento determinante del gravamen, la realización de una circunstancia diferente de aquellas que normalmente adopta para el impuesto y para otras categorías tributarias.” (Carlos M. Giuliani Fonrouge, Derecho Financiero, 5a. edición, T.II, Cáp. II, págs. 1059 y ss., Depalma, Bs. As., 1987).

Como correctamente se expresa en la resolución recurrida, el autor citado sostiene que “es inadmisible radicar el fundamento jurídico de la tasa en circunstancias que pueden darse accidentalmente, como el hecho de que el servicio sea en favor del obligado, que le reporte alguna utilidad o ventaja, que sea de uso facultativo, y no obligatorio.”

“Los servicios del Estado se organizan en función del interés público, y no del particular. (...); cuando se inspeccionan comercios, establecimientos fabriles o que desarrollan tareas peligrosas o insalubres, se atiende a circunstancias de seguridad colectiva, de salud pública, de higiene del trabajo; cuando se organizan servicios de alumbrado, limpieza de calles, aguas corrientes y desagües, se tiene en mira el interés de la colectividad. Que esas tareas reporten beneficios o ventajas de orden individual es cuestión accidental o accesoria (...).” (aut., op. y loc. cits.)

A ese respecto, el Prof. Giuliani Fonrouge sigue los lineamientos doctrinarios ya esbozados por Miguel S. Marienhoff cuando, para poder establecer con precisión la naturaleza de la relación que se crea entre el usuario de un servicio público y el Estado prestador, distingue los servicios públicos “uti universi” de los “uti singuli”, y dentro de estos últimos diferencia a los “obligatorios” y a los “facultativos” para el usuario.

Concluye que tratándose de servicios públicos “uti universi”, la relación usuario‑Estado es meramente “legal”; no es nunca “contractual” porque el usuario efectivo es “cualquiera del pueblo”: una persona indeterminada. El verdadero usuario no es el individuo, sino la “comunidad” (ejemplifica con la policía de seguridad o la inspección de bromatología).

Para el caso de los servicios públicos “uti singuli” de uso obligatorio para el usuario (entendiendo como obligación no sólo la impuesta por el Estado, sino también aquella inevitable como consecuencia de una situación de hecho que lo constriñe a usar el servicio), el vínculo administrado‑Estado es también “legal o reglamentario”. Distinto es el caso de los servicios públicos “uti singuli” de uso facultativo (correos, gas, teléfono, electricidad, etc.), en los que la relación usuario‑Estado prestador es "contractual", de derecho privado principalmente (civil o comercial). Esa diferencia entre servicios de uso obligatorio y facultativo, se explica fácilmente, pues sólo en el último caso el administrado ha expresado libre y 
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espontáneamente su voluntad y aquiescencia con la utilización del servicio, y sabido es que sin voluntad recíproca no puede hablarse de “contrato” (M. S. Marienhoff, Tratado de Derecho Administrativo; Abeledo‑Perrot, Bs. As., 1966, Tomo II, págs. 163 a 169).
VII) Desde otro costado, la firma sostiene que es a este Municipio a quien le corresponde demostrar que los servicios comprometidos han sido prestados. Cabe aclarar, que no es ese el criterio mantenido por el Superior Tribunal de Justicia de Córdoba y expuesto en la causa “Banco Social de Córdoba c/ Municipalidad de Córdoba” (Diario Jurídico de Córdoba, Nº 316), donde sostuvo que era el contribuyente que alegaba la no prestación de los servicios públicos, quien debía probar dicho extremo. 
Se agrega en el mismo fallo que “Un adecuado esfuerzo probatorio hubiera permitido a la actora, obrando con diligencia, proporcionar la prueba de innumerables indicios reveladores de los hechos afirmados en la demanda con posibilidades acaso mayores que la misma demandada, de suerte que encuentro ilegítima su actual pretensión de transferir a la contraria las resultas de su propia inactividad...” (del Voto del Dr. Abad Hernando). A este último argumento se suma otro, sosteniendo que “La carga de la prueba de los hechos demostrativos de la efectiva prestación del servicio público correlativo de la tasa municipal, debe recaer naturalmente, sobre la parte que ha negado su existencia, pues la presunción de legalidad que rodea a los tributos establecidos por el poder administrador, contiene implícita la presunción de efectividad en los servicios a que ellos respondieren, en tanto no se demuestre lo contrario” (del Voto del Dr. Maldonado). En igual sentido, se ha pronunciado con posterioridad la Corte Suprema de Buenos Aires, al afirmar que “...La falta de prestación de un servicio –en el caso de inspección de seguridad e higiene por parte de la comuna– constituye una cuestión que corresponde acreditar a la actora...” (SCBuenos Aires, Noviembre, 28/95, E.D. 166-591).
VIII) Por otra parte, la recurrente cita nuevamente el fallo de la Corte Suprema de Justicia de la Nación “Compañía Química S.A. c/ Municipalidad de Tucumán”, en el cual se expresa que al cobro del  tributo en cuestión debe corresponder siempre la concreta, efectiva e individualizada prestación de un servicio.
Al respecto, y habiendo sido tal agravio extensa y satisfactoriamente considerado en la Resolución Nº 0038-ADM/F.E./2005-AGIP, a la misma remito en virtud de compartir sus argumentos in totum.
IX) En cuanto a la normativa que la recurrente pretende vulnerada por la tasa de referencia, cabe reiterar que la Constitución Nacional en su Art. 123, recepta claramente la autonomía municipal y sus límites, ninguno de los cuales es violentado por la que evidentemente es una "tasa" municipal, para la que el legislador adoptó la designación de "Contribución" por ser una tradición inveterada en el derecho tributario municipal local y comparado (que también suele calificarla como "derecho" sin que por ello pierda su sustancia de "tasa").

                  Que las restantes normas esgrimidas por la impugnante han sido incorrectamente interpretadas, dándoles un alcance que no es el que surge de su letra ni de su operatividad ni espíritu. 

                                                                                                  7///…

Sigue Decreto N° 212/06   …7///
En efecto, el contribuyente yerra en lo siguiente:                       
a) La Ley de Coparticipación Federal vigente, en su art. 9º, inc. e), nuevamente "...obliga (a las provincias) a derogar gravámenes provinciales y A PROMOVER la derogación de los municipales que resulten en pugna con el régimen..." de la ley (sin mayúsculas en el original).

En consecuencia, la adhesión de la Provincia de Córdoba al mencionado Régimen, sólo la habilitaría a, eventualmente y de corresponder (lo que negamos, por no tratarse de un tributo en pugna con el régimen), "promover" la derogación de normas, pero jamás podría impedir por sí a un municipio autónomo la aplicación de normas legítimas y constitucionalmente respaldadas; y al respecto reiteramos lo antes expresado: Tampoco como consecuencia de la Ley de Coparticipación Federal, este Municipio ha recibido "promoción" alguna por parte de la provincia, en lo que hace a sus gravámenes.

Asimismo, es necesario referirse en este punto a un antecedente de suma importancia, tanto para rechazar el agravio puntual tratado, como para advertir que, reconociendo la autonomía municipal el art. 123 de la C.N.; estableciendo además que la misma sólo podrá ser acotada por cada Provincia y siendo que la Provincia de Córdoba en su propia Constitución reconoce una amplísima autonomía a los municipios (art. 180 y 188), sólo resta observar si la Provincia de Córdoba entiende que el tributo en discusión armoniza o no con el régimen impositivo provincial y federal (art. 188, inc. 1º de la C.P.) y qué es lo que ha resuelto a ese respecto la autoridad de aplicación de la ley 23.548, que la recurrente entiende violados.

En ese sentido, el antecedente referido emana de la "Comisión Federal de Impuestos" (Ley 23.548); en los autos "Microsules y Bernabó S.A. c/ Municipalidad de Rio Cuarto - Provincia de Córdoba" (Expte. 454/98), Resolución Nº 174 del 07 de Julio de 1999. Cabe aclarar, que el citado contribuyente local esgrimía la improcedencia del cobro de la tasa por carecer de sustento inmobiliario en el municipio y aducía que el tributo incurría así en pugna con la Ley de Coparticipación Federal y el Pacto Federal.

Allí, luego de resaltar expresamente el apoyo irrestricto que ante esa Comisión brindara la Provincia de Córdoba a las razones jurídicas invocadas por el municipio (lo que demuestra que la Provincia entiende que el tributo municipal analizado no se encuentra en pugna con el régimen vigente), la C.F.I. desestimó íntegramente la demanda planteada por el contribuyente, aduciendo que el artículo 173º del Código Tributario de la Municipalidad de Rio Cuarto (sustancialmente idéntico al art. 164 del C.T.M.V.), no se encontraba en pugna con la Ley de Coparticipación Federal "en cuanto dicha contribución constituye una tasa retributiva de servicios efectivamente prestados y, por ello (...) exceptuada de lo dispuesto en materia de analogía de gravámenes" por el mencionado régimen. (subrayado propio).

                 b) En cuanto al Pacto Federal, cabe sostener que más allá de la jerarquía que corresponda asignar al mismo o de su obligatoriedad, lo real y cierto es que no ha resultado incumplido, pues nos encontramos ante una tasa retributiva de servicios efectivamente prestados.
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c) Respecto de la Ley de Municipios Nº 8102, resulta necesario manifestar que absolutamente nada tienen que ver las disposiciones citadas por la firma respecto de la procedencia o legitimidad de la contribución del rubro.
Por otra parte, la presentante sostiene que la pretensión municipal deviene inconstitucional por cuanto la misma se erige en una “aduana interior” expresamente prohibida por el art. 75, inc. 13 de la Carta Magna. Ello así desde que la Municipalidad de San Francisco no ha justificado la existencia de una actividad efectivamente desarrollada en el citado ámbito, habiendo sólo constatado que determinados productos de su procedencia se hallan allí dispuestos a la venta.

A lo dicho corresponde previamente manifestar que no es esta instancia facultada a pronunciarse respecto de la constitucionalidad de las normas.

Sin perjuicio de ello, resulta acreditado en autos que la firma desarrolla una actividad comercial concreta y efectiva dentro de ésta Ciudad, y que se dan respecto de ella todos los requisitos previstos normativamente a fin de ser señalada como sujeto pasivo de la contribución.

Lo así acreditado, lejos de configurar la construcción de una “aduana interior”, permite el ejercicio de un poder fiscal legítimo en manos de la Administración Municipal.

Por todo lo expuesto, la Contribución referida no es violatoria de la normativa señalada.

X) La impugnante expresa que el periodo 1.999 se encontraría prescripto en virtud de lo dispuesto por el art. 4027 inc. 3) del Código Civil. Plantea la inconstitucionalidad de los arts. 59 y 60 del C.T.M.V..
Como primera cuestión, y en lo relativo a la inconstitucionalidad peticionada, cabe reiterar que no es esta la instancia habilitada para resolver la misma y por otra –como fuera señalado en la resolución atacada– no se vislumbra qué relación tienen con el tema de la prescripción los arts. 59 y 60 del C.T.M.V., atinentes a las exenciones tributarias. Por lo manifestado, tal solicitud deviene improcedente.

Ello no obstante, cabe señalar que este Administración no aplica un término de prescripción superior a cinco (5) años, por lo que no se verifica el apartamiento a normas jerárquicamente –en teoría- superiores.

De todas maneras, la firma no explicita clara y concretamente porqué entiende prescriptos los períodos correspondientes al año 1999.


De otro costado, cabe señalar que el art. 41 inc. “a” del CTMV prevé la suspensión del curso de la prescripción, por un año, por cualquier acto que tiende a determinar la obligación tributaria, carácter que indudablemente posee la actividad fiscalizadora desarrolada.

Por todo ello, el planteo debe ser rechazado, tal como lo hiciera correctamente la resolución recurrida.

                   XI) La firma parece confundir la Contribución de referencia con el Impuesto al Valor Agregado. A ello cabe manifestar, que de ningún modo se podía considerar que el hecho imponible del Impuesto mencionado es idéntico al de la Contribución en cuestión. Ello por la sencilla razón de que mientras el primero de ellos es un impuesto, el segundo es una tasa que
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 requiere además que exista la efectiva prestación por parte del Municipio de los servicios que enumera el art. 164 del C.T.M.V..

La referida circunstancia diferencia de manera clara y precisa ambos tributos y excluye de manera absoluta la posibilidad de considerar que ambos tributos son análogos (doble imposición tributaria).

En tal sentido, debemos recordar que la base imponible es –junto a la alícuota– uno de los elementos cuantificantes de la obligación tributaria. Por lo tanto, su función es sólo la de dimensionar la magnitud pecuniaria que posee la obligación tributaria originada a partir de la configuración del hecho imponible del tributo.

La doctrina ha precisado que “…ha prevalecido la tesis de que la superposición de gravámenes nacionales y provinciales como consecuencia del ejercicio de las facultades impositivas concurrentes… no importa por si inconstitucionalidad…. La doble imposición puede sí ser inconstitucional cuando por su conducto se viola alguna garantía constitucional, sea la de la equidad y proporcionalidad de los impuestos, sea la de la propiedad cuando se verifique un tratamiento confiscatorio, o sea porque resulte una extralimitación de la competencia territorial del poder que sancionó el gravamen…” (García Belsunce, Horacio, “Estudios Financieros”, Abeledo Perrot, Bs. As. 1966, pág. 211 y sgtes.).

Es decir, el Impuesto al Valor Agregado y la tasa cuestionada son tributos de distinto género y representan la exteriorización de poderes de distintos órganos, ejercidos dentro de la esfera de competencia propia de ellos. Se trata pues, de tributos genérica y estructuralmente diferentes.
XII) La firma reitera que es incorrecto aplicarle la alícuota de comercio cuando le correspondería la de industria e impugna la liquidación efectuada. 
No habiendo incorporado la firma nuevos argumentos que los ya contestados en la Resolución impugnada, al punto VII de la misma me remito en honor a la brevedad.

XIII) La firma impugna la Resolución de la Administración en cuanto resuelve aplicar una sanción por omisión fiscal (art. 68, Ordenanza 4360/97 y 78, último párrafo del C.T.M.V.). Expresa que no se encuentra obligada a empadronarse atento no desarrollar actividades en el Municipio, y consecuentemente, no está obligada al pago de tributo alguno. Manifiesta que –eventualmente– habría mediado en su actuar un error excusable.

Sabido es que la infracción de Omisión Fiscal (art. 68, Ordenanza 4360/97, Código Tributario anterior y art. 78, último párrafo del C.T.M.V.), se configura objetivamente ante la falta de pago parcial o total de un tributo, por lo que, conforme lo manifestado en los considerandos precedentes, debe tenerse por acreditada la materialidad de la infracción. 

En cuanto al elemento subjetivo requerido por la figura de Omisión Fiscal (no de defraudación como parece entenderlo la firma), la Administración se encuentra habilitada a presumirlo, siendo carga del sumariado demostrar su inexistencia. De las constancias administrativas obrantes en este municipio, surge que la conducta desplegada por la impugnante elimina la posibilidad de error excusable alegada y encuadra en la tipificación de las normas infraccionales imputadas, toda vez que ha
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 omitido –cuanto menos culposamente– el cumplimiento total de la obligación tributaria sustancial exigible por este Municipio. 

Por otra parte, y como se expusiera en la resolución en crisis, no es causal de justificación suficiente y por sí sola excluyente del elemento subjetivo, la sola alegación de una supuesta interpretación razonable de la normativa tributaria. Debe recordarse que no cualquier error excusa, sino que dicho error debe ser esencial, decisivo y, además, no ser imputable al transgresor, ya que la falta de diligencia marca el límite de la aceptación en cuanto al error excusable. 

Asimismo, y por lo ya dicho, no se advierte que en la presente causa se hallen presentes causales del tipo que llevaron a la jurisprudencia a admitir la existencia de dicho error; por ejemplo, la oscuridad o complejidad normativa (que por lo visto supra no es tal); variación constante de la norma con aptitud para producir duda o, incluso, imposibilidad material de cumplimiento.

A todo ello cabe agregar que es condición indispensable que el error excusable sea debidamente demostrado por quien lo alega en su descargo, lo cual no se verifica en el presente caso.

En cuanto al planteo de la firma sobre que no corresponde el devengamiento de intereses, cabe manifestar que en este caso puntual ha quedado demostrado que la mora es imputable a la recurrente, quien no ha prestado la debida diligencia a su relación con éste Municipio.
Por todo lo expuesto, corresponde ratificar el encuadramiento y monto de las sanciones impuestas en Resolución 0038-ADM./FE/2005-AGIP.

Por ello, normas legales citadas, y lo dispuesto por los arts. 135  y conc. del CTMV, el Intendente Municipal en uso de sus facultades

DECRETA

Art.1°) NO HACER LUGAR al Recurso de Apelación deducido por la contribuyente “MASSALIN PARTICULARES S.A.”, Registro de Inscripción N° (No Posee), en contra de la Resolución Administrativa Nº 0038-ADM./F.E./2005-AGIP, de fecha 9 de Diciembre de 2005 de  la Administración General de Ingresos Públicos de la Municipalidad de San Francisco.-

Art.2°) HACER SABER a la contribuyente que la presente resolución causa estado y produce el agotamiento de la instancia administrativa.

Art.3°) PROTOCOLICESE, notifíquese y dése copia.

                                                               DEPARTAMENTO EJECUTIVO

                                              SAN FRANCISCO 04 DE SETIEMBRE DE 2006
